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¿Supone un contrasentido
una reivindicación
feminista en un concurso
de belleza?

Lo que realmente es un contra-
sentido es que, existiendo multi-
tud de misses en Cantabria y fue-
ra de ella que pierden su puesto
de trabajo por quedarse embara-
zadas, no merezcan la misma
atención de los medios que la
prestada a esta Miss Cantabria.

Esta señorita, al fin y al cabo,
conocía y aceptó las bases del
concurso. Y, además, ahora se es-
tá forrando. Pero contestando a
la pregunta, me parece un contra-
sentido. Tonelete.

Lo primero que las feministas de-
berían hacer es dejar que las muje-
res dueñas de su cuerpo (primera
reivindicación feminista) hagan
uso de ello como bien les conven-
ga. A algunos les indigna ver una
señorita paseando en bañador
por una pasarela, a otros que una
señorita trabaje 10 horas al día
por 600 euros al mes. Inna.

La reivindicación feminista sería
la anulación de estos concursos
en los que se toma a la mujer co-
mo un puro objeto. Lo mes bonic.

Este asunto tiene un sentido cla-
ro: ganar mucho dinero a costa
de la supuesta “reivindicación”
por la igualdad. Y los medios de
comunicación, a los que les encan-
ta denunciar las “injusticias”, van
a ayudar bastante. Talia666.

Es pura hipocresía. Esa mujer
aceptó las bases de un concurso
de belleza con “derecho de ad-
misión”, por así decirlo. Al que
no le gusten las condiciones,
que no participe, así de simple.
Esta chica protesta y consigue
una publicidad como “famoso-
te”. McClane.

Me parece vergonzoso que ser
madre siga siendo un proble-
ma. Feminismo y concursos de
belleza no tienen por qué estar
enfrentados. Si un grupo de mu-
jeres quiere mostrar su belleza
ante los demás, me parece
bien. No es nada denigrante.
La libertad tiene que ser para
todo. Rosqui.

¿Qué garantías
concretas puede dar el

Gobierno a quienes alquilen
pisos ahora vacíos?

La vivienda ha pasado a ser una
de las preocupaciones priorita-
rias de los ciudadanos. La causa
fundamental es el abismo que se
ha abierto entre los precios de la
vivienda y los ingresos de las fami-
lias. Esta preocupación social es-
tá convirtiendo a la vivienda en
un problema político de primera
magnitud. Especialmente, a medi-
da que el problema alcanza a los
hijos de las clases medias, que co-
mienzan a movilizarse protagoni-
zando una incipiente rebelión.

Acuciados por esa presión
social, algunos gobiernos pare-
cen querer buscar atajos. Uno
de ellos es recurrir a la utiliza-
ción de las viviendas vacías de
particulares para intentar pa-
liar el problema de la falta de
vivienda para las familias po-
bres y de rentas bajas.

Sin embargo, los gobiernos de-
berían huir de la tentación de
usar las viviendas vacías como de
la peste. Por varios motivos.

En primer lugar, porque la
existencia de un gran número de
viviendas vacías tiene más de le-
yenda urbana que de realidad.
Los datos que se manejan no son
creíbles. Cifras del orden de 3 mi-
llones para España, o de 100.000
(el 14%) para ciudades como Bar-
celona mezclan viviendas desocu-
padas con viviendas secundarias,
segundas residencias, viviendas
sin condiciones de habitabilidad,
en rehabilitación, que han cam-
biado de usos o habitadas en reali-
dad aunque oficialmente vacías.
El propio INE ha llamado la aten-
ción sobre ello. Confrontando di-
versas fuentes y estudios, mi im-
presión es que, por ejemplo, en
Barcelona no hay más de un
3-4% de viviendas desocupadas
temporalmente.

Ese porcentaje no es una ano-
malía. Contribuye al buen funcio-
namiento del mercado inmobilia-
rio. Son las viviendas que están
en proceso de sustitución de in-
quilinos o propietarios, o a la es-
pera del momento adecuado pa-
ra ser vendidas. Si no hubiese un
porcentaje más o menos similar
el mercado sería más rígido y su-
biría aún más sus precios.

En segundo lugar, porque aun
cuando una parte sean viviendas
que se mantienen vacías por moti-
vos de inversión especulativa, o
de simple prevención frente con-
tingencias futuras, esta conducta
es racional y legítima, y no se pue-
de calificar de delito social.

En este sentido, hay que dis-

tinguir entre dos tipos de inver-
sores. Por un lado, los inverso-
res que compran para vender y
obtener una plusvalía. Aunque
sorprenda, no tienen las vivien-
das desocupadas durante mu-
cho tiempo. Mientras esperan,
acostumbran a dar a la vivienda
“un pase” por el mercado de
alquiler para rentabilizar la espe-
ra. Son especuladores pero ra-
cionales. Por otro, están los que
compran como una forma de
ahorro frente a contingencias fu-
turas, la vejez o la dependencia.
Esta forma de ahorro ha sido
incentivada por la política eco-
nómica. No se puede fomentar
la compra de algo para después
expropiar su uso.

Tercero, los gobiernos debe-
rían de huir de la tentación de la
expropiación del uso de las vivien-
das vacías por razones prácticas.

Sería un negocio ruinoso para el
erario público, un engorro endia-
blado para las administraciones
públicas y una fuente de quebra-
deros de cabeza para los gobier-
nos. Me explico. Expropiar el uso
de las viviendas vacías obligaría a
legislar sobre lo que se entiende
por tal, cuestión que, en sí mis-
ma, es como definir el sexo de los
ángeles. Pongo un ejemplo. Al
prejubilarse, un amigo ha cambia-
do su residencia habitual a su pue-
blo natal, pero ha decidido mante-
ner su vivienda de Barcelona.
Quiere ir de vez en cuando a ver a
sus hijos, y no descarta que en el
futuro, en la vejez, vuelva de nue-
vo a la Ciudad Condal para dis-
poner de mejores servicios y estar
cerca de sus hijos. Mientras tan-
to, su vivienda permanece prácti-
camente desocupada, excepto
unas semanas al año. ¿Es una vi-

vienda vacía? ¿Habría que expro-
piar su uso? No hay tribunal que
lo acepte.

En cualquier caso, una vez
definido el concepto jurídico de
vivienda vacía, entonces habría
que montar ineficientes burocra-
cias administrativas dedicadas a
varias tareas. Primero, a investi-
gar que viviendas están vacías.
Segundo, a controlar si esos ca-
sos se ajustan a la definición.
Tercero, a expropiar su uso.
Cuarto, a defender ante los tri-
bunales las muchas querellas
que plantearán sus propietarios.
Hago cuentas y el coste que re-
sulta de montar toda esa nueva
burocracia es mucho mayor que
los potenciales beneficios.

Lo dicho, más que un atajo
es un callejón sin salida con el
que complicarse políticamente
la vida. Las viviendas vacías son

escasas y, en todo caso, no son
ni el origen del problema de la
falta de vivienda para familias
de rentas bajas, ni mucho menos
la solución.

Si el gobierno quiere poten-
ciar el uso de viviendas hoy deso-
cupadas lo mejor que puede ha-
cer es contribuir a que desaparez-
can las incertidumbres que lle-
van a sus propietarios a renun-
ciar a una renta por el temor que
les produce alquilarlas. Porque
cuando alquilas no sabes si ga-
nas una renta o compras un con-
flicto. Si se reducen esas incerti-
dumbres, se pondrán sus vivien-
das en alquiler sin necesidad de
amenazas inútiles.

Ayudar a gente con pocos re-
cursos a acceder a una vivienda
que les permita emanciparse, de-
sarrollar su ciclo vital y vivir una
vida digna es una obligación mo-
ral de la sociedad, al margen de
cualquier consideración de efi-
ciencia. Pero esa obligación mo-
ral no puede recaer sobre ciuda-
danos concretos. Debe ser una
obligación de los poderes públi-
cos y costearse a través de recur-
sos públicos que procedan de los
impuestos y del uso del suelo pú-
blico para vivienda de protección
oficial. Por eso, más que las vi-
viendas vacías, lo prioritario debe-
ría ser acabar con el urbanismo
fiscal que practican algunos pode-
res locales, que lleva a vender el
suelo público para obtener ingre-
sos para otras necesidades. En el
mejor de los casos.

La solución al problema de la
vivienda para familias con rentas
bajas exige dos cosas. Compren-
der por qué las políticas de vivien-
da no han tenido efectos directos
sobre esos colectivos —en particu-
lar, los jóvenes que no llegan ni a
mileuristas— y poner en marcha
nuevas políticas que den conteni-
do jurídico y material al precepto
constitucional del derecho a la vi-
vienda, como se acaba de hacer
con el derecho de dependencia.

Por cierto, si los gobiernos au-
tónomos quieren ser rigurosos
con el uso de las viviendas, buen
trabajo tienen con controlar y per-
seguir el posible uso fraudulento
que se puede estar cometiendo
con las viviendas de protección
oficial, financiadas con recursos
públicos, sin tener que meterse en
el berenjenal de la expropiación
de usos de las viviendas privadas.

Antón Costas es catedrático de Políti-
ca Económica de la UB.

Los lectores pueden exponer sus comen-
tarios sobre la pregunta del día en la
dirección www.elpais.com/foros/. Las res-
puestas no deberán superar los 300 carac-
teres y serán difundidas en la edición digi-
tal de EL PAÍS. Una selección será publi-
cada en la edición impresa del periódico
a las 48 horas de formulada la pregunta.

Tensada durante meses en el Parla-
mento y en la calle, la cuerda ideoló-
gica del extremismo ha terminado
por romperse, haciendo caer el Go-
bierno de Prodi y reabriendo la po-
sibilidad de que Berlusconi pueda
volver a guiar el país. La crisis se ha
abierto después de que D’Alema
explicara en el Senado el compro-
miso de Italia por la paz, el valor
“político y civil” de la misión en
Afganistán, la imposibilidad de
una retirada que nos alejaría de la
UE. Un discurso en plena sintonía
política con la UE y que cualquier
ministro de Exteriores de un Go-
bierno de izquierdas de cualquier
país occidental habría pronunciado
entre aplausos. Pero en Italia, no.

En Italia, donde el primer ministro
ha sido presidente de la Comisión
Europea, este discurso es inacepta-
ble para la franja de la izquierda
más extrema, siempre dispuesta a
votar contra el Gobierno para sal-
var la cara. (…) Era una crisis inevi-
table porque sin una mayoría en
política exterior no se gobierna un
país. El problema no es que falte
una mayoría, es que falta, sobre to-
do, una comprensión de Italia y de
su lugar en ese mundo que se llama
Europa y Occidente. (…)

La crisis de Gobierno descubre
qué es exactamente la izquierda ita-
liana: un grupo mayoritario que
acepta la responsabilidad de gober-
nar con una cultura reformista en
sus valores y en sus obligaciones y
un grupo minoritario extremista,
que ha demonizado a Berlusconi
pero que está siempre dispuesta a
volver a entregarle Italia, que consi-
dera al Gobierno un vínculo más
que una oportunidad y que piensa
que la calle debe prevalecer sobre
las instituciones. (…)
Ezio Mauro
Roma, 22 de febrero

Un atajo que lleva
a un callejón sin salida
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